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León, Guanajuato; a 25 veinticinco de enero de 2010 dos mil diez. . . . 

V I S T O S  para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 240/2009-JN, promovido por el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez, en su carácter de apoderado legal para pleitos y cobranzas de la persona moral denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable, y. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en la que se ostenta sabedora la parte actora de los actos impugnados; toda vez que refiere que tuvo conocimiento de los actos impugnados el 3 tres de septiembre del año 2009, dos mil nueve; sin que existan constancias en la presente causa administrativa que demuestren lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en las actas de infracción folios 32,892 treinta y dos mil ochocientos noventa y dos, calificada por la cantidad de $9,800.00 (nueve mil ochocientos pesos 00/100 moneda nacional) y 32,893 treinta y dos mil ochocientos noventa y tres; calificada con la cantidad de $9,900.00 (nueve mil novecientos pesos 00/100 moneda nacional); ambas de fecha de fecha 11 once de marzo del año 2008, dos mil ocho; sus notificaciones, practicadas en esa misma fecha; la emisión de los mandamientos de ejecución de fecha 3 tres de agosto del año 2009, dos mil nueve, y las actas de embargo practicadas el día 1 uno de septiembre del mismo año; se encuentran acreditadas en autos, con las copias fotostáticas de la boletas impugnadas y con las copias certificadas de las copias al carbón de los mandamientos de ejecución, con su respectiva acta de embargo, (visibles a fojas 29 veintinueve a 31 treinta y uno y 33 treinta y tres a 35 treinta y cinco, del expediente de la presente causa administrativa); que acompañó la parte actora, a su escrito de demanda y fueron admitidos como pruebas de su intención; documentales a las que se les otorga pleno valor, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores públicos en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez; se encuentra debidamente acreditada, con la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 15,060 quince mil sesenta; de fecha 19 diecinueve de enero del año 2005 dos mil cinco, (mismo que obra en autos en copia certificada, a fojas 24 veinticuatro y 25 veinticinco); tirada ante la fe del Licenciado Francisco I. Hughes Vélez, titular de la Notaría Pública número 212 doscientos doce, del Distrito Federal; en la cual se hizo constar que el ciudadano Francisco Rodríguez Rangel, en su carácter de Apoderado general de la sociedad mercantil denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable; otorgó poder general para pleitos y cobranzas a favor del Licenciado Gustavo Araujo Jiménez, con todas las facultades, generales y especiales que requieran poder y cláusula especial, conforme a la ley sin limitación alguna, según se aprecia en la cláusula única de la escritura antes mencionada . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Copia fotostática que certificada por el Notario Público número 41 cuarenta y uno del Distrito Federal, Licenciado Santiago Javier Covarrubias González, constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, lo cual es suficiente para acreditar la personalidad con la que el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez comparece y actúa en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . 

De lo expuesto por el apoderado de la parte actora en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 11 once de marzo del año 2008, dos mil ocho, el inspector adscrito a la Dirección General de Urbanismo, Salvador Salas, levantó dos infracciones a la persona moral ahora impetrante del proceso, por no presentar licencia de anuncio autosoportado publicitario ubicado dentro de las instalaciones de la Deportiva Enrique Fernández, de esta ciudad; infracciones que fueron calificadas, imponiéndose multas, por la cantidad de $9,800.00 (nueve mil ochocientos pesos 00/100 moneda nacional) y, $9,900.00 (nueve mil novecientos pesos 00/100 moneda nacional); y en base a tales infracciones, se emitieron con posterioridad, por parte de la Directora General de Ingresos, los mandamientos de ejecución de fecha 3 tres de agosto del año 2009, dos mil nueve, cumplimentados con el embargo de varios muebles, practicado a la persona moral sancionada, el día 1 uno de septiembre de ese mismo año, por el ministro ejecutor José Antonio Vázquez Elizondo, en el domicilio de la empresa ubicado en calle Granado 112, de la zona centro, de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . 

De los señalados actos, la parte actora aduce que son ilegales porque no se encuentran debidamente fundados y motivados, que las infracciones no fueron emitidas por autoridad competente; que las sanciones fueron impuestas de manera ilegal, por sancionarse dos veces por la misma conducta; entre otros aspectos, constituyendo los mismos, de manera general, los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SEXTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
La Directora General de Ingresos, así como el ministro ejecutor adscrito, hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261, del señalado código, ya que refieren que los actos que impugna la parte actora no fueron impugnados en tiempo, pues refieren que en el capítulo de hechos, expresa que el día 11 once de marzo del 2008, dos mil ocho, se presentó en el domicilio de la empresa, un inspector que notificó las boletas de infracción  impugnadas, aduciendo que fueron consentidas tácitamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Este Juzgador estima que no se actualiza la causal de improcedencia señalada; toda vez que el proceso administrativo en contra de las boletas de infracción sí se promovió dentro del término a que se refiere el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en razón de que no pueden tenerse como consentidas tácitamente tales infracciones, porque la parte actora se ostentó sabedora de su contenido el 3 tres de septiembre del año 2009, dos mil nueve, sin que de las constancias que existen en el presente expediente, se desprenda y acredite de forma fehaciente que la actora haya tenido conocimiento de las infracciones en otra fecha; pues se aprecia de dichas boletas que no fueron debidamente notificadas al representante legal de la persona moral actora, ya que quien recibió las mismas, fue una persona que firmó como “ Alejandra Ruiz Caudillo”, sin que conste en autos de la presente causa administrativa que tal persona tuviera el carácter de representante legal de ““Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima, de Capital Variable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De igual modo, no se desprende de forma alguna que, previamente al  levantamiento de las infracciones impugnadas, se haya dejado citatorio dirigido al representante legal de la mencionada persona moral; por lo que debe concluirse que la interposición del proceso se hizo dentro del término legal; pues al manifestar la parte actora que su representada tuvo conocimiento de los actos el 3 tres de septiembre del año 2009, dos mil nueve, sin que lo hayan desvirtuado las autoridades demandadas, el término para presentar la demanda inició el día 4 cuatro de septiembre y concluyó el 16 dieciséis de octubre de ese mismo año; por lo que, como se aprecia del sello de recibido por la Oficial Común de Partes de los Juzgados Administrativos, la demanda se presentó el 15 quince de septiembre; concluyendo que la demanda fue presentada dentro del termino de ley; no resultando extemporánea como lo señalan las demandadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En cuanto a la prueba ofrecida y admitida a la Directora General de Ingresos y ministro ejecutor demandados, consistente en la confesión expresa de la parte actora, en el sentido de que el 11 once de marzo del año 2008, dos mil ocho, se presentó en su domicilio, un inspector a notificar las infracciones impugnadas; la que se ofrece a efecto de demostrar el consentimiento tácito de dichas infracciones; no se le otorga valor probatorio alguno, toda vez que aunque manifieste en el capítulo de hechos de su escrito de demanda, que en esa fecha se entregaron a la ciudadana Alejandra Ruiz Caudillo, las infracciones emitidas por el inspector Salvador Salas, no demuestra por ese solo hecho, que el representante legal de la empresa actora, haya tenido conocimiento de las mismas en tal fecha, pues nada existe en autos que apoye dicha pretensión; por lo que no existe el consentimiento tácito que aducen las autoridades demandadas. . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, las señaladas autoridades demandadas, también hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que refieren en primer lugar, que la parte actora promovió un recurso de inconformidad y no un proceso; en segundo término, que el proceso es improcedente en contra de los mandamientos de embargo impugnados, porque estos son actos derivados de actos consentidos tácitamente, como lo son las boletas de infracción; y en tercer lugar, porque estiman que, concatenado a lo dispuesto en la fracción VII del artículo 265, la demanda no expresa ningún agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal que no se actualiza, toda vez que, en primer lugar, respecto de que la parte actora promovió un recurso de inconformidad y no un proceso; carecen de razón las demandadas, pues es evidente que aunque señaló que promovía un recurso, lo cierto es que los fundamentos que señaló de su demanda, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, corresponden a los procesos administrativos; por lo que no es suficiente haber señalado de manera errónea un concepto, para declarar improcedente al proceso interpuesto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar, en cuanto a lo que argumentan las demandadas acerca de que el proceso es improcedente en contra de los mandamientos de embargo impugnados, porque estos son actos derivados de actos consentidos tácitamente, como lo son las boletas de infracción; tampoco se actualiza la señalada causal, dado que como se analizó por este juzgador en la primera causal de improcedencia planteada, no se demostró en la presente causa administrativa que las infracciones hayan sido consentidas tácitamente; luego entonces, no puede considerarse a los mandamientos de ejecución como actos derivados de actos consentidos, y por ende no se actualiza la causal que se señaló. . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por último, en tercer lugar, también es infundada la causal hecha valer por las autoridades municipales, dado que en el escrito de demanda, la parte actora sí formuló conceptos de impugnación, los que deben analizarse al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por la impetrante del proceso, razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación. . . . 

No habiendo prosperado ninguna de las causales invocadas por las demandadas, en tanto que, tampoco se advierte la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo del asunto se procede a analizar los conceptos de impugnación expresados por la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- De los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora, este Juzgador se avocará a analizar aquél dirigido en contra de las actas de infracción impugnadas, lo que se considera trascendental para emitir la presente resolución; como lo es el segundo (visible a fojas 9 nueve a 13 trece del presente expediente); sin necesidad de transcribir los demás sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . 

Así las cosas, la parte actora manifiesta: que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 137, fracciones I y VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, todo acto administrativo debe de ser expedido por autoridad competente, agregando textualmente que: “En el presente caso, las infracciones señaladas como acto reclamado resultan a todas luces ilegales en virtud de que no cumplen con los elementos y requisitos de validez establecidos en el Código... transgrediendo las garantías de legalidad y seguridad jurídicas... firmante no tiene la certeza jurídica de que el C. Salvador Salas haya sido efectivamente la persona encomendada por autoridad competente para realizar dichos actos...” concluyendo que el señalado inspector no citó los preceptos legales que le otorgan facultades para emitir los actos que se le reclaman. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, las demandadas, en esencia, señalan que la actora no hace señalamientos de conceptos de impugnación o de agravios pues -afirman- únicamente hace una relatoría de hechos, agregando que: “Los argumentos... evidentemente  son inoperantes en virtud de que del escrito inicial se desprende que el actor omitió formular agravios propiamente dichos, pues no se desprende la formulación de ningún agravio tendiente a demostrar la invalidez o nulidad de los actos que impugna...” . . . . . . . . . . . . . . . . 

Una vez analizadas las infracciones folios 32,892 (treinta y dos mil ochocientos noventa y dos) y 32,893 (treinta y dos mil ochocientos noventa y tres), calificadas respectivamente con multas por las cantidades de $9,800.00 (nueve mil ochocientos pesos 00/100 moneda nacional) y $9,900.00 (nueve mil novecientos pesos 00/100 moneda nacional), para quien resuelve resulta fundado el concepto de impugnación analizado, ya que efectivamente el inspector demandado no señala precepto legal alguno, mediante el cual funde su competencia tanto para levantar infracciones, como para imponer sanciones por violaciones al Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato. .  

En efecto, de la lectura de las dos infracciones impugnadas, se aprecia en su parte inferior, en el espacio del inspector, el nombre de “Salvador Salas” y una firma ilegible; persona quien tiene el carácter de inspector adscrito a la Dirección General de Urbanismo, de donde se desprende que dicho inspector fue quien las emitió, las que se dictaron con motivo de: "No presentar licencia de anuncio autosoportado publicitario, con dos carátulas vigentes..."; señalando además que con tales documentos, se infraccionó a “Anuncios Técnicos Moctezuma, S.A. de C.V.”, imponiéndole las sanciones, que se anotaron con letra manuscrita en la parte superior consistentes en multas por las cantidades de $9,800.00 (nueve mil ochocientos pesos 00/100 moneda nacional) y $9,900.00 (nueve mil novecientos pesos 00/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Advirtiéndose de la lectura de las multireferidas infracciones, que no se señaló precepto alguno, mediante el cual el inspector demandado fundara su competencia para levantar infracciones, así como para imponer sanciones, pues sólo se cita como fundamento el artículo 98, fracción VI, párrafo VI del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato; mismo que no hace referencia a la competencia del inspector, ni le otorga facultades sancionatorias; toda vez que dicho precepto, dispone solo como pueden sancionarse las diversas infracciones a las disposiciones del Reglamento de Anuncios antes citado, sin que ello nos lleve a la convicción de que el inspector demandado tenga competencia para levantar la infracción impugnada y mucho menos para imponer una sanción, traducida ésta en una multa, que por cierto se ejecutó a la poderdante de la actora, a través del mandamiento de ejecución y el embargo practicado, actos también impugnados en esta causa administrativa. . . . . 

Lo anterior conlleva a concluir que, el inspector demandado, como consecuencia de una verificación practicada por él y sin llevar a cabo la debida realización de un procedimiento administrativo, procedió a levantar las infracciones y establecer en las mismas, cantidad o monto, correspondiente a una sanción consistente en multa; sin embargo, dicho inspector carece de competencia para ello -amén de que en los documentos que contienen los actos impugnados no se invocan las disposiciones legales, acuerdo o decreto que le otorguen facultades para levantar infracciones y mucho menos para sancionar-, porque del contenido del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, no deriva de modo alguno la competencia de los inspectores adscritos a la Dirección General de Urbanismo, para levantar infracciones por violaciones al mismo y, a que la facultad de aplicar sanciones en materia de anuncios, corresponde al Presidente Municipal, quien la delega a favor de los Titulares de diversas dependencias, conforme lo disponen los artículos 6 y 95, de dicho Reglamento de Anuncios, mismos que establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
     “ARTÍCULO 95.- La aplicación de las sanciones por violaciones al  presente Reglamento corresponde al Presidente Municipal, quien con fundamento en el artículo 70 fracción XVIII de la Ley Orgánica Municipal para el  Estado de Guanajuato, delega tal facultad a favor de los titulares de las Dependencias señaladas en el artículo 6 fracciones de la II a la V, según las atribuciones que se le confieren a cada una de ellas.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

     “ARTÍCULO 6.- Son autoridades competentes para la aplicación de este Reglamento: . . . 

El Ayuntamiento de León, Guanajuato; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La Secretaría del Ayuntamiento; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La Dirección de Desarrollo Urbano; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La Dirección de Protección al Ambiente; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La Dirección de Transporte Municipal.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Reiterándose que, de la interpretación de dichos dispositivos legales, los inspectores adscritos a la Dirección General de Urbanismo, carecen de competencia para levantar infracciones y para aplicar o imponer sanciones por contravenir lo regulado por el Reglamento de Anuncios ya mencionado, resultando entonces, ilegal que, como en el caso concreto, el Inspector demandado haya levantado dos infracciones y, que además haya impuesto sanciones de multa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas y toda vez que los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares, para ser legales requieren que, entre otros requisitos, sean emitidos, imprescindiblemente, por autoridad competente, cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, expresándose como parte de esas formalidades, el carácter con que la autoridad respectiva lo suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tal legitimación, lo que en la especie, en el caso concreto, no se dio; se concluye que las actas de infracción impugnadas son ilegales, al haberse emitido por una autoridad incompetente, como lo es un inspector adscrito a la Dirección General de Urbanismo; aunado al hecho de que dicha autoridad impuso sanciones de multa, sin contar con facultades para ello; con fundamento en lo dispuesto en los artículos 300, fracción II, y 302, fracción I, del mismo Código mencionado, procede decretar la nulidad total de las infracciones folios 32,892 (treinta y dos mil ochocientos noventa y dos) y 32,893 (treinta y dos mil ochocientos noventa y tres); calificadas respectivamente con las cantidades de $9,800.00 (nueve mil ochocientos pesos 00/100 moneda nacional) y $9,900.00 (nueve mil novecientos pesos 00/100 moneda nacional); ambas de fecha 11 once de marzo del año 2008, dos mil ocho. 

Asimismo, toda vez que los actos impugnados consistentes en las notificaciones de las infracciones, practicadas en esa misma fecha; así como la emisión de los mandamientos de ejecución de fecha 3 tres de agosto del año 2009, dos mil nueve, por los que se ordenó el embargo de bienes propiedad de la actora y las actas de embargo, practicadas el día 1 uno de septiembre de 2009, dos mil nueve, por el ministro ejecutor adscrito a la Dirección General de Ingresos; son consecuencia de las infracciones anuladas; lo procedente es también, decretar la nulidad total de dichos actos, pues al no resultar válidos los actos previos, que son las infracciones emitidas por el Inspector adscrito a la Dirección General de Urbanismo y que originó la imposición de dos multas a la impetrante del proceso; entonces, tampoco pueden ser válidos los actos resultantes y posteriores, como lo son las notificaciones de dichas infracciones, la emisión de los mandamientos de ejecución de fecha 3 tres de agosto del 2009, dos mil nueve, y las actas de embargo practicadas el día 1 uno de septiembre del año 2009, dos mil nueve; al no contar éstos con soporte jurídico alguno para su emisión, resultado aplicable al caso concreto, el principio de derecho que establece que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
OCTAVO.- En virtud de que el segundo concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total de los actos impugnados, resulta innecesario el estudio de los restantes esgrimidos por la parte actora, ya que ello no cambiaría ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . 

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto. . . . . . . . . . . 

TERCERO.-  Se decreta la nulidad total de las infracciones número 32,892 (treinta y dos mil ochocientos noventa y dos) y 32,893 (treinta y dos mil ochocientos noventa y tres), sus notificaciones, los mandamientos de ejecución de fecha 3 tres de agosto del año 2009, dos mil nueve, por los que se ordenó el embargo de bienes propiedad de la parte actora, y las actas de embargo practicadas el día 1 uno de septiembre del año 2009, dos mil nueve; por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Séptimo de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

